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El Comercio abre sus páginas al intercambio de ideas y refl exiones. En este marco plural, el Diario no necesariamente coincide con las opiniones de los articulistas que las fi rman, aunque siempre las respeta.
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C ualquier individuo racional 
consideraría absurdo que Ru-
sia, EE.UU. o Noruega renun-
cien a explotar su petróleo; o 
que Chile, Australia y Canadá 

prescindan de sus recursos minerales. Esos 
recursos naturales son fuente primordial de 
su progreso. Pues ese es el absurdo camino 
que el Perú viene recorriendo en relación 
con su riqueza minera. Desde el 2005 en 
que el incipiente movimiento antiminero 
logró frustrar en Piura un proyecto de mi-
nería moderna, el movimiento antiminero 
ha ganado cada vez más fuerza en medio 
del vacío creado por un Estado pusilánime 
y ausente. 

Hoy, después del sainete de Tía María, 
ya nadie recuerda Tambogrande y el daño 
perpetrado con la pretendida falsa excusa 
de defender el medio ambiente, el limón y el 
cebiche. Tampoco se menciona el desastre 
ecológico causado por el mercurio y el arsé-
nico que la minería informal libera ahora en 
el ambiente.

El perjuicio que desde entonces se ha 
causado a la nación es enorme. Basta recor-
dar que en el 2011 el Ministerio de Energía 
y Minas (Minem), al evaluar los proyectos 
mineros prestos a iniciarse, planeaba que 
para este y el próximo año el Perú produci-
ría 6 millones de toneladas de cobre. Es de-
cir, el Minem nos decía que alcanzaríamos 
a Chile, el primer productor mundial (Chile 
produjo el año pasado 5,8 millones de tone-
ladas; el Perú 2,4). Se auguraban igualmen-
te enormes aumentos en la producción de 
otros metales.  Es imposible no preguntarse 
qué hizo el Estado para evitar que un débil 
movimiento antiminero privara al país en 
todos estos años de semejante aumento 
de riqueza y progreso. La experiencia de 
Tambogrande sirvió de nada a sucesivos 
gobiernos, incluyendo al que llegó al po-
der azuzando el rechazo al progreso con la 

Y a es de hecho preocupante que 
el presidente Martín Vizcarra 
tome grandes decisiones de 
Estado al son de la calle (que 
podría contener más equivo-

caciones que aciertos). Pero es mucho más 
preocupante que él no pueda controlar esas 
decisiones ni trazar una estrategia capaz de 
extraer de ellas los resultados que busca.

De su cruzada anticorrupción no tene-
mos, por ejemplo, un solo botón de muestra 
de un nuevo control sobre el manejo de las 
concesiones y contrataciones del Estado. De 
su cruzada de reformas políticas y de justicia, 
hemos perdido por referéndum la bicamera-
lidad y tenemos creada en papel mojado una 
Junta Nacional de Justicia que no funciona.

El Perú gozaba hasta hace poco de una 
aceptable predictibilidad en su economía. 
De pronto corre el grave riesgo de perderla 
y de quedar, como lo advierte Elmer Cuba, 

crasa demagogia resumida en su lema de 
“agua sí, oro no”.

No se hizo esfuerzo alguno para infor-
mar del progreso que una minería moder-
na traería a sus zonas de infl uencia y, por 
cierto, al país entero. No se envió a opera-
dores políticos a contrarrestar las tareas de 
desinformación llevadas a cabo por un pe-
queño movimiento antiminero. No se tuvo 
(ni se tiene hoy) la más elemental inteligen-
cia que alertara de los planes para frustrar 
grandes y modernos proyectos mineros. 
Tampoco se hizo esfuerzo alguno para ga-
rantizar que las autoridades regionales y 
locales invirtiesen honesta y efi cazmente 
los enormes recursos del canon, privando 
así a las familias de servicios públicos que 
necesitan, y a las mineras de legitimidad 
social. En resumen, el Estado fue y sigue 
siendo el silencioso cómplice del daño cau-
sado a todo el país.

El comportamiento de la izquierda crio-
lla ha sido también un factor determinante 
en la culminación de la estrategia de atraso 
perpetrada. Además de su desdén por la ac-
tividad privada, su aporte principal ha con-
sistido el de proveer ‘soporte intelectual’ a 
los dos más extremos y ciertamente falsos 
argumentos: “la minería no paga impues-
tos” y “la minería no tiene valor agregado”. 
Esta última absurda afi rmación quiere ne-
gar la propia esencia de lo que constituye 
el valor agregado. En la producción mine-
ra el valor agregado no es otra cosa que la 
riqueza que se obtiene luego de restar al 
valor del mineral (que bajo tierra vale cero) 
el costo de los insumos necesarios para su 
extracción. Por ello, son pocas actividades 
las que generan mayor valor agregado que 
la minería. Ese es el valor que se distribu-
ye entre salarios, utilidades e impuestos.  
Consumando el despropósito, continúan 
proclamando que la “minería no paga im-
puestos” aprovechando el hecho de que, 
luego de recientes aumentos en inversión 
y producción, el fisco debe devolver los 
impuestos cobrados en la importación y 
compras locales de insumos y equipos. Ello, 
siguiendo la práctica mundial que evita la 
exportación de impuestos. Se esconde que 
la carga total excede al promedio mundial 
y es superior a la de países mineros como 

“El movimiento 
antiminero ha 
ganado cada vez más 
fuerza en medio del 
vacío creado por un 
Estado pusilánime y 
ausente”.

Canadá, Australia o Chile. Tampoco se men-
ciona lo evidente: los impuestos pagados 
son altamente sensibles a los precios de ex-
portación. Así como en el 2007 la minería 
contribuyó con más de la mitad del total 
pagado en el Perú por concepto de Impues-
to a la Renta empresarial, en años de bajos 
precios caen las utilidades y con ello los im-
puestos pagados. Más aún, desde el 2011, 
dos cargas adicionales gravan a la utilidad 
operativa minera, cargas que en promedio 
equivalen a un 7% de la renta neta.

Es tarea del Estado explicar a todos los 
peruanos que el país contiene uno de los 
más ricos territorios mineros del mundo. 
Es su deber ineludible enfrentar con inteli-
gencia, con la verdad y con la ley a aquellos 
minúsculos grupos que, buscando conse-
guir poder y notoriedad política, pretenden 
negarle al país y a todos sus ciudadanos el 
progreso que ofrece la explotación de sus 
recursos. 

fuera del grupo de países que alcanzarán 
el desarrollo económico en las próximas 
tres décadas.

Un acuerdo bajo la mesa del presidente 
Vizcarra con el gobernador de Arequipa, 
Elmer Cáceres, poniendo prácticamente fi n 
al proyecto minero de Tía María, enciende 
una peligrosa luz roja sobre el tablero de 
las inversiones y sobre la seguridad jurídica 
que las ampara. 

De otro lado, el sistema democrático, ga-
nado a pulso desde el 2000, nos legó cinco 
ininterrumpidas sucesiones presidencia-
les (de Paniagua a Vizcarra). De pronto, de 
continuar las improvisaciones reformistas, 
podríamos verlo quebrado a manos de una 
nueva autocracia.

Al presidente Vizcarra se le ha ocurrido 
plantear un adelanto de elecciones presiden-
ciales y parlamentarias que en el extremo 
de no ser aceptado por el Congreso, ni con 
cuestión de confi anza de por medio (inapli-
cable en una reforma constitucional), podría 
desembocar, bajo un pésimo manejo políti-
co y jurídico, en la eventual posibilidad de 
su disolución inconstitucional, dando paso, 
inclusive, a un indeseable régimen de facto.

Asesores jurídicos del entorno presiden-
cial estarían buscando de qué manera el fi n 

deseado (acabar con la mayoría fujimorista 
legislativa) justifique otros medios a em-
plear, con todas las apariencias constitu-
cionales posibles. Uno de ellos pretendería 
construir una cuestión de confi anza a nom-
bre de políticas públicas o de Estado como 
las reformas políticas o la cruzada antico-
rrupción, cuyas “esencias” podrían ser con-
sideradas como negadas o rechazadas por el 
Congreso, a efectos de disolverlo.

En medio de las idas y vueltas de estas ten-
sas opciones no puede descartarse: a) que 
gracias al milagroso impulso de una agenda 
política común, los mandatos presidencial 
y parlamentario continúen hasta el 2021; 
b) que tales mandatos pudieran acortarse 
constitucionalmente al 2020, sin referén-
dum y con elecciones adelantadas; o c) que 
el acortado mandato presidencial acabe más 
pronto que tarde (como efecto dominó de la 
pobre asesoría política presidencial) exten-
dido indefi nidamente bajo una clara señal de 
ruptura de las reglas de juego democráticas
y constitucionales.

El presidente suele nutrir sus decisiones 
del humor social y político del antifujimo-
rismo. Sabe, además, que con ello doblega 
al Congreso, desprestigiado y paralizado 
en sí mismo. Pero luego, esas decisiones se 

quedan a medio camino, sufren cambios 
contradictorios respecto de sus motivacio-
nes, como con Tía María, o pasan a formar 
parte de la resaca que dejan los discursos 
reformistas que no llegan a ninguna parte.

Aquí sobreviene el grave peligro de que 
por sacar adelante sí o sí el adelanto de elec-
ciones y la premisa forzada de un cierre del 
Congreso, Vizcarra no solo no tenga la ase-
soría adecuada (solo la que quiere escuchar) 
sino que, junto con su ministro de Justicia (a 
su vez no debidamente iluminado), cometa 
tantas torpezas que nos encontremos ante 
un escenario antidemocrático inmanejable.

En esta encrucijada la izquierda tradicio-
nal antimercado y la izquierda radical anti-
minera aspiran a pescar a río revuelto, espe-
rando servirse de las debilidades de la dere-
cha tradicional y la derecha extrema, pero 
sobre todo de las debilidades de un gobierno 
que mientras busca deshacerse del fujimo-
rismo como adversario cede ingenuamente 
a las fuerzas desestabilizadoras del sistema 
democrático y del modelo económico.

Entretanto, quisiéramos saber qué de-
cisión extrema esconde el presidente bajo 
la manga que podría sacar traumática-
mente al país de su curso democrático y 
constitucional.
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